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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Eduardo Brenta. 


MIEMBROS: Señores Representantes Bertil R. Bentos, José Luis Blasina, Álvaro Delgado, Gonzalo 
Mujica, Jorge Patrone y Mónica Travieso. 


ASESOR: Doctor Ernesto Abisab. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En primer lugar, quiero dejar constancia de que hemos repartido la propuesta del pedido de informes que ya 
habíamos remitido por "e mail", acordada la semana pasada, en relación con una denuncia que en el seno de 
la Comisión de Hacienda realizó el señor Aneiros Bastos en representación de la Asociación Nacional de 
Afectados por los Intereses de Usura en el Uruguay. En virtud de esto se redactó un pedido de informes 
dirigido a la Contaduría Interna de la Nación, a través del Ministerio de Economía y Finanzas, a efectos de 
solicitar un conjunto de informaciones que entendemos corresponde pedir por parte de esta Comisión. Otros 
temas estarán vinculados estrictamente a la usura, pero aquí hemos solicitado información, básicamente, de 
aspectos que tienen que ver con la conformación, la constitución, el domicilio, el objeto social y la reseña 
histórica de las cooperativas, así como si tienen sucursales, el volumen de las operaciones y los estados 
contables. Nos parece que esta es una cuestión básica que tiene que ver con la utilización de las herramientas 
de que disponemos para dar tranquilidad a quienes realizan estas denuncias, independientemente de la 
aplicación de la ley de usura vigente y de que existe en el ámbito de la Comisión de Hacienda del Senado un 
proyecto de ley de usura muy interesante y bastante completo, que aún no ha sido sometido a consideración 
del plenario. 


Por otra parte, queríamos proponer un intercambio con la Auditoría Interna de la Nación, para lo cual luego 
definiríamos las fechas. Hasta ahora, la Auditoría es el organismo encargado del control de las cooperativas. 
Si bien hemos recibido un material conteniendo un conjunto de propuestas respecto al proyecto que estamos 
considerando, este material no nos fue remitido directamente a nosotros sino a la Comisión Honoraria de 
Cooperativismo que fue la que a su vez nos la reenvió. Entonces, en virtud de las denuncias que hemos 
recibido en las últimas semanas, así como para escuchar directamente las opiniones de la Auditoría respecto a 


la situación actual y al proyecto de ley que estamos considerando, nos parece bueno que podamos sacarnos 
las dudas y realizar las consultas pertinentes. Por ejemplo, uno de los artículos clave del proyecto establece la 
creación de un organismo que se denomina Consejo Superior del Cooperativismo, que va a tener buena parte 
de las funciones que hoy tiene la Auditoría en relación con este sector. Por eso creemos conveniente 
comenzar a conversar, por lo que si los señores Diputados lo consideran adecuado veríamos, en función de la 
evolución de la agenda de la Comisión, la posibilidad de convocar dentro de algunas semanas a la Auditoría 
Interna de la Nación. Tal vez sea conveniente esperar la contestación del pedido de informes, pero eso lo 
veríamos. 


SEÑOR DELGADO.- Leí la versión taquigráfica de la Comisión de Hacienda del día en que asistió el 
contador Aneiros Bastos en nombre de la Asociación Nacional de Afectados por Intereses de Usura en 
el Uruguay, quien hizo una serie de consideraciones y denuncias sobre la supuesta violación de la ley, 
que tiene que ver fundamentalmente con el tema de la usura. Empezó mencionando casos específicos y 
nombró una serie de cooperativas a las que calificó de truchas. Por supuesto, esto corre por cuenta de 
quien lo dice. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obvio. 


SEÑOR DELGADO. A raíz de esto salió alguna información en la prensa. Algunos titulares decían 
que había trece cooperativas bajo denuncia de usura y manejo irregular de créditos. Creo que tenemos 
que ser muy cuidadosos sobre cómo encaramos públicamente el tema. La verdad es que hoy no tengo 
elementos de juicio, más allá de algunas reuniones con usuarios de estas cooperativas y la versión 
taquigráfica de la reunión a la que asistió el contador Aneiros Bastos, para decir qué cooperativas son 
truchas, cuáles cumplen y cuáles no con las normas legales. 


Digo que tenemos que tener mucho cuidado porque detrás de esto, bien o mal usado, hay confianza de mucha 
gente, ahorro, dinero, expectativas, proyectos y créditos, fundamentalmente, al consumo. En el caso del 
pedido de informes que el señor Presidente tuvo la amabilidad de acercarnos como propuesta para ser elevada 
a la Presidencia de la Cámara, quisiera saber si se tomó en consideración exclusivamente los nombres que 
citó el contador Aneiros Bastos, si se pueden incorporar algunos más, si vamos a debatir sobre cada uno de 
ellos o si se tomará la denuncia genérica. Más allá de lo que haga la Comisión de Hacienda, cuya función 
tiene mucho que ver con el tema de la usura, entendemos que la nuestra tiene otra perspectiva, que nosotros 
tenemos otro encare del tema. 


Además, el señor Presidente se ha adelantado al proponer un encuentro con la Auditoría Interna de la Nación, 
que nos parece absolutamente productivo en esta temática y en muchas otras porque ese organismo tiene la 
facultad de controlar el sistema cooperativo. 


Tal vez podamos reunirnos primero con la Auditoría Interna de la Nación y luego elevar el pedido de 
informes porque en función de la información que nos aporte el organismo quizás haya que incluir otras 
cooperativas y no solo circunscribirnos a la denuncia formulada por el señor Aneiros Bastos; quizás debamos 
incluir otra gama de cooperativas que están en una situación similar, no solo con respecto a la usura sino a la 
infracción de otro tipo de normas que las regulan. También podría suceder que la Auditoría Interna de la 
Nación, en su competencia de organismo fiscalizador del funcionamiento del sistema cooperativo, descarte 
algunos nombres que está considerando la Comisión de Hacienda, o sea, que en definitiva haya una, cuatro, 
cinco, seis o siete que están en una situación absolutamente regular y termine descartando esa hipótesis de 
funcionamiento "trucho", utilizando las palabras que empleó el señor Aneiros en la Comisión de Hacienda. 


Estoy a favor de cursar un pedido de informes. Creo que es pertinente que la Comisión Especial sobre Marco 
Cooperativo, como comisión temática, encare este tema, que quizás no tenga estrictamente que ver con el 
proyecto de Código Cooperativo que estamos considerando, pero sí mucho con la temática cooperativa. Esta 
Comisión no debe restringirse solo a elaborar una ley, sino que también tiene que hurgar, trabajar, insistir y 
legislar en toda la temática cooperativa. 


Por lo tanto, creo que el pedido de informes está muy bien encarado, ya que no apunta exclusivamente a la 
usura sino a recabar algunos datos necesarios de funcionamiento y de constitución de las propias 
cooperativas. 


Quizás prefiera que primero nos reunamos con la Auditoría Interna de la Nación -con o sin versión 
taquigráfica; lo evaluaremos en su momento- y luego elevar un pedido de informes vinculado con estas 
cooperativas -y otros temas que se puedan agregar-, con algunas más o con algunas menos, lo que estará 
determinado por la información que nos aporte el organismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, cuando se realiza una denuncia de este tipo, más allá de su 
veracidad -no poseemos herramientas para determinarla; es más, conozco a algunas de estas 
cooperativas; mejor dicho: algunas de ellas me han solicitado una entrevista, por distintas razones que 
en este momento no recuerdo-, el Parlamento necesariamente debe actuar, a efectos de no aparecer 
como que valida o es "cómplice" -entre comillas- de un planteamiento de esta contundencia. Si se lee la 
versión taquigráfica correspondiente, se advertirá que no solo se hace infinidad de referencia a los 
temas de usura, sino además se determina con precisión que "[...] no son cooperativas sino empresas 
que tienen fines de lucro y están prohibidas". Previamente se habla en la misma versión de 
cooperativas "truchas", etcétera, y se nombra una cantidad de cooperativas que son las que, 
precisamente, figuran aquí. 


Entonces, tanto por el hecho de que lo sean, como por el hecho de que no -prácticamente nos consta que 
algunas no lo son ya que efectivamente funcionan como cooperativas-, es imprescindible dar el paso de 
solicitar la información correspondiente, a efectos de que se dilucide la situación de quienes están actuando 
ajustados a derecho y quiénes no. 


Este es el objetivo del pedido de informes. 


SEÑOR DELGADO.- Coincido con el señor Presidente. Creo que en un medio bastante más chico de lo 
que uno quisiera se sabe casi todo lo que pasa. Y, bueno, hay casos más evidentes, otros que generan 
dudas, otros que quizás tengan la apariencia de que no están comprendidos dentro de lo que se está 
denunciando; uno puede saber, intuir o disponer de datos, pero en definitiva el organismo que debe 
controlar es la Auditoría Interna de la Nación y es al que debemos remitirnos para obtener 
información. 


Estoy de acuerdo con que el Parlamento, ante denuncias concretas, debe actuar; siempre hemos defendido esa 
máxima. Y puede actuar de muchas formas: cursar un pedido de informes o invitar para la próxima reunión a 
la Auditoría Interna de la Nación, y posteriormente, en base al resultado de esa sesión, quizás tomar 
formalmente algunas acciones, porque tal vez este organismo descarte de plano algunos nombres de esa lista 
y si yo fuera miembro de alguna de estas cooperativas no me gustaría figurar en una nota en la que se 
incluyen situaciones más claras, menos claras, cooperativas que pueden estar funcionando bien y otras que en 
apariencia operarían fuera de la legalidad. 


Esta es mi propuesta; la Comisión de Hacienda hará otra cosa, porque su área de competencia está muy 
vinculada a la usura, y creo que por ahí encarará este asunto. Como la temática que compete a esta Comisión 
es el cooperativismo, sobre todo en lo que tiene que ver con las normas de funcionamiento, y como además 
tenemos una charla pendiente con la Auditoría Interna de la Nación -el Presidente ya la propuso al inicio de 
esta sesión-, lo que propondría como respuesta legislativa a estas denuncias es que se cite a este organismo, 
para que después de que lo hayamos escuchado podamos dar los pasos legislativos y políticos 
correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Compartimos ese espíritu. Me parece que tenemos que coordinar los 
movimientos, los pasos a dar para hacer efectivo lo que pretendemos. Mi impresión es que si citamos a 
la Auditoría Interna de la Nación sin una solicitud de información previa -podemos optar por no 
hacerla formalmente; enviaríamos una nota que no sea necesariamente un pedido de informes-, lo que 
vamos a recoger será alguna información general o nada porque, en realidad, de esto no hay más que 
algunos trascendidos de prensa. 


SEÑOR DELGADO.- Está la versión taquigráfica y se puede enviar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al menos, deberíamos enviar una nota. Me parece que no complica el pedido 
de informes, al contrario. Si alguna de estas cooperativas fueron mal mencionadas -me consta que en 


algunos casos fue así-, ¿qué mejor que tener un informe de la Auditoría Interna de la Nación que diga 
lo contrario? Eso liquida cualquier clase de sospecha respecto a estas cooperativas. Esa es mi 
impresión. 


Por otro lado, tengo la sensación -esto lo voy a fundamentar luego- de que el principal problema radica en la 
ausencia de un marco jurídico. El señor Diputado Bruno planteaba en la sesión anterior algunas dudas 
respecto a determinados artículos y ponía como ejemplo situaciones que él consideraba grises en términos de 
transparencia. Luego del intercambio concluimos que, en realidad, estas situaciones se dan por ausencia de 
un marco jurídico que establezca claramente los límites que una cooperativa tiene para funcionar. 


El mejor aporte que podemos hacer para dilucidar esta situación es aprobar la ley. Mientras tanto -dado que el 
proceso de la ley no es tan sencillo-, debemos tener una actitud vigilante respecto de las denuncias que se 
plantean. Me parece que en esto estamos todos de acuerdo. 


En definitiva, deberíamos definir si enviamos una nota o hacemos un pedido de informes y si enviamos todas 
las versiones taquigráficas, es decir, las de las dos últimas sesiones nuestras y la parte de la sesión de la 
Comisión de Hacienda donde se hace referencia a estas cooperativas. Luego de que la Comisión me autorice, 
estableceré la coordinación correspondiente con la Auditoría Interna de la Nación; debemos pensar que 
tampoco se puede acceder a esta información de un día para el otro ya que se trata de trece cooperativas. 
Debemos coordinar en el menor tiempo posible el plazo en el que la Auditoría puede presentarse en la 
Comisión a los efectos de darnos un avance. Luego resolveremos los pasos a seguir. Este puede ser el 
mecanismo. Quizás el señor Diputado Patrone logre echar luz sobre todo esto. 


SEÑOR PATRONE.- Gracias, pero me parece un deseo exagerado. 


Comparto la visión del señor Presidente, pero también quiero señalar que son atendibles las observaciones 
del señor Diputado Delgado; al menos a mí me hicieron pensar. 


El proponer una lista acotada dentro del universo de cooperativas de ahorro y crédito podría interpretarse 
como que estamos poniendo la lupa sobre determinado núcleo de cooperativas y no sobre el conjunto, sin 
saber si todas están en las mismas condiciones. En la medida en que tienen la habilitación para operar, 
cuando hablamos de cooperativas truchas quizás alguien podría sentirse ofendido porque ninguna cooperativa 
con el título de tal está funcionando sin cumplir los trámites legales que a la fecha se aplican. No sé si soy 
claro. Hay una tendencia a decir "tales cooperativas son truchas". Puede que lo sean de acuerdo con el 
espíritu de cooperativismo internacional porque no se ajustan a sus parámetros, pero la legislación vigente las 
está amparando y, de alguna manera, podrían sentirse agraviadas por el hecho de que se use esa terminología 
para referirse a ellas. Para dilucidar este tipo de desacuerdos con respecto a lo que debe ser estrictamente el 
espíritu cooperativista y lo que no lo es, la Auditoría Interna de la Nación, que es hoy la que controla este tipo 
de sociedades, podría aportar luz -en este caso sí- en cuanto a cuáles son los elementos de que no dispone. 
Como muy bien decía el señor Presidente, si aprobamos esta ley en general vamos en el camino correcto de 
separar lo que hoy en día podríamos intuir o pensar que no está correctamente definido, pero es lo que el 
marco actual establece; con el trabajo de esta Comisión ayudaremos a despejar eso definitivamente. Esa fue 
la duda que surgió y, lejos de echar luz sobre el asunto, debo reconocer que la preocupación que expresaba el 
señor Diputado Delgado me hizo ir contra lo que en algún momento pensé que era absolutamente correcto. 
Pensé que este pedido de informes era ajustado y correcto, pero siempre es bueno escuchar otras opiniones. 
Uno puede pensar que está en el camino correcto, pero otras opiniones nos ayudan a ordenarnos. Sin que este 
pedido de informes signifique, bajo ningún concepto, un juicio de valor -no hay ninguna calificación; 
simplemente, se trata de pedir información-, creo que tiene que ser genérico con relación a todas las 
cooperativas de ahorro y crédito del país, en particular, sobre el marco general que las gobierna para que 
podamos trabajar conociendo las carencias actuales, operando de manera tal que nos permita sustituir un 
marco deficitario por algo más productivo en beneficio del auténtico espíritu cooperativista. 


Por ello sería de recibo la sugerencia del señor Diputado Delgado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A ver si encontramos el camino del medio. 


Podemos enviar el pedido de informes no como tal sino como propuesta junto con la versión taquigráfica. Me 
comprometo a trasmitir en forma personal a la Auditoría Interna de la Nación el espíritu con el que se realizó 
este intercambio de ideas. A su vez, solicitaremos que las autoridades correspondientes comparezcan a la 
brevedad posible para orientarnos respecto al camino a seguir. 


Todos compartimos el hecho de que no podemos obviar nuestra responsabilidad cuando se hace un planteo de 
las características del que se formuló en la Comisión de Hacienda. Queremos utilizar el mecanismo de 
control que nos asigna la Constitución con la mayor responsabilidad posible y sin implicar a quienes no 
tengan nada que ver, por lo que es probable que un mecanismo de estas características nos permita avanzar, 
no realizar el pedido de informes en términos formales y luego, en virtud de la información que la Auditoría 
Interna de la Nación nos proporcione, decidir el camino a seguir; no sería de extrañar, por ejemplo, que la 
Auditoría nos pida que formalicemos el pedido de informes. Debe quedar claro si compartimos esto como 
objetivo porque tenemos una gran responsabilidad. En la medida en que estamos en el proceso de análisis de 
la ley, sistemáticamente van apareciendo hechos que nos obligan a apresurarnos, pero nos ponen en 
situaciones concretas con ausencia de marco legal. Creo que esto no es responsabilidad nuestra -la Comisión 
ha venido trabajando con seriedad e intensidad en este sentido-; lo cierto es que en los Períodos anteriores no 
se aprobó nada con relación a esta temática y que la ausencia de normativa legal es histórica. 


SEÑOR DELGADO.- Comparto lo que plantea el señor Presidente. 


Quiero dejar constancia de que el objetivo es compartido: cuando hay una denuncia se deben aclarar las 
dudas y echar luz sobre la situación de determinado tipo de cooperativas, sobre todo si son de ahorro y 
crédito. 


Nosotros discrepamos en cuanto al procedimiento, a la oportunidad del pedido de informes. Entendemos que, 
en primer lugar, debería venir la Auditoría Interna de la Nación porque quizás después haya que formalizar 
alguna cosa. Es probable que la lista de cooperativas pueda ser mucho más amplia en función de lo que diga 
la Auditoría. 


Creo que formalizar esto por parte de una Comisión entera a través del procedimiento establecido en la 
Constitución, tiene una fuerza política importante. Debemos ser cautelosos al individualizar con nombres y 
apellidos situaciones de cooperativas o pseudocooperativas o de algunas que, directamente, no lo son. Lo 
digo por aquellas que, quizás, no deberían estar o no vayan a estar en la nómina. Ese era el sentido de mis 
palabras al solicitar el paso previo. Estamos dispuestos a formalizar luego las acciones correspondientes 
como Comisión. Eso, evidentemente, tiene un valor político importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Compartimos eso y daremos paso al procedimiento propuesto. 


De todos modos, vale la pena aclarar que, formalmente, los pedidos de informes no son nunca colectivos; en 
realidad, deberíamos firmarlo. 


A continuación, corresponde considerar el artículo 21, que hace referencia a la responsabilidad suplementada. 
Entre la propuesta original y la de la Comisión Honoraria del Cooperativismo hay alguna diferencia de 
redacción, pero no hay diferencias conceptuales con respecto a la propuesta del doctor Malel, a pesar de que 
él arma el proyecto de una manera distinta. En el artículo original se habla de la responsabilidad limitada y de 
la responsabilidad suplementada. Este mecanismo de la responsabilidad suplementada permite que siempre 
que esté determinado en el estatuto, los socios puedan asumir un compromiso hasta veinte veces superior al 
aporte suscrito. Básicamente, hoy este mecanismo está vigente en las cooperativas agrarias y tiene que ver 
con las garantías necesarias que se piden a entidades con un volumen de negocios importante, porque muchas 
veces los socios terminan responsabilizándose con sus propios bienes. Ello genera otro problema: que asumir 
la Directiva de una cooperativa de estas características significa terminar haciéndose solidario con las deudas 
de la cooperativa. Por tanto, se plantea establecer en términos generales este mecanismo que ya está vigente 
en las cooperativas agropecuarias, independientemente de que luego -en los Capítulos del Título II de la ley- 
pueda prohibirse en forma específica en alguna modalidad. Es más: en la propuesta que estamos 
considerando, en alguna modalidad se prohiben las responsabilidades suplementadas; si no me equivoco, 
ocurre así con las cooperativas de ahorro y crédito. 


Más allá de que el doctor Malel establece un literal "C) Responsabilidad Ilimitada", esto no nos parece 
conveniente porque, en realidad, lo que estamos proponiendo es una responsabilidad mayor pero limitada. 
Como verán, el literal B) dice "y no superior a 20 (veinte) veces el importe del aporte suscrito". Por esa 
razón, proponemos aprobar el artículo propuesto por la Comisión Honoraria e incorporar el agregado del 
doctor Malel en relación a los representantes legales de los socios menores de edad o incapaces, lo cual está 
vinculado con una propuesta anterior que ya tomamos en cuenta. Como ya habíamos incorporado esta 
prevención, nos parece que esto debería agregarse. El resto de la redacción sería la propuesta por la Comisión 
Honoraria del Cooperativismo. 


SEÑOR DELGADO.- Según la propuesta del señor Presidente, ¿se llegaría hasta "[...] aprobación 
judicial" o bien seguiría "En los casos B) y C) [...]"? Me refiero a la propuesta del doctor Malel. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los literales B) y C) no van porque el C) no lo estamos considerando. No hay 
responsabilidad ilimitada. 


En definitiva, el artículo tendría la misma redacción y luego del párrafo que dice "Aquellos socios que 
disientan [...]" vendría el que dice "En tal caso, los representantes legales de los socios menores [...]" y 
terminaría con el literal B), que establece que "[...] la responsabilidad de los socios es subsidiaria de la 
responsabilidad de la cooperativa". En cuanto a la responsabilidad suplementada, cuando vayamos a la 
segunda parte, proponemos analizar específicamente si la vamos a habilitar en términos generales o si en 
alguna modalidad le vamos a establecer limitaciones. 


SEÑOR MUJICA.- El último párrafo del literal B) del texto original dice: "Aquellos socios que 
disientan con las resoluciones que impliquen aumento de su responsabilidad, cualesquiera sean las 
previsiones estatutarias, tendrán derecho a renunciar a la cooperativa y al reembolso de las 
correspondientes partes sociales de acuerdo con lo previsto en esta ley". La Auditoría Interna de la 
Nación agrega: "previo informe favorable de la Comisión Fiscal respecto a su actuación conforme a los 
parámetros del buen hombre de negocios". 


La propuesta de la Auditoría Interna de la Nación es la única que incorpora este elemento. Entiendo que 
puede ser importante porque podría darse el caso de que quien renuncie sea un Directivo y que el aumento de 
capital de la cooperativa sea producto de un problema de financiamiento en el cual puede estar involucrada la 
mala gestión. Da la impresión de que la Auditoría Interna de la Nación quiere una garantía de la Comisión 
Fiscal de que quien renuncia lo hace estrictamente porque no está de acuerdo, pero sin tacha sobre su 
actuación previa. No sé si no sería conveniente incorporarlo. Ha habido algunas experiencias bastantes 
discutidas con respecto a este tema. 


SEÑOR PATRONE.- Con relación a este tema que introduce la Auditoría Interna de la Nación, al que 
hacía referencia el señor Diputado Mujica, me quedan dudas acerca de si esta propuesta no está 
dirigida a los socios con cargos de administración y representación. Esto no me queda claro. Dice lo 
siguiente: "Responsabilidad suplementada: estatutariamente podrá preverse una responsabilidad 
suplementada para los socios con cargos de administración y representación [...]'". En los demás casos, 
tanto en el texto propuesto por la Comisión Honoraria del Cooperativismo o en la redacción original, 
la responsabilidad suplementada era para todo el universo de socios. Entonces, el texto de la Auditoría 
Interna de la Nación plantea una pequeña gran diferencia. Mientras para el resto de las opiniones la 
responsabilidad suplementada es para todo el universo de socios, para la Auditoría Interna de la 
Nación accederían a la responsabilidad suplementada los cargos de administración y representación. 
No sé si se trata de un problema de redacción de este texto, porque como concepto quedaría muy 
extraño que en una cooperativa solo los que tuvieran esos cargos tengan la posibilidad de 
suplementarla; sería absolutamente extraño, ya que se estarían generando dos clases de socios: los que 
tienen responsabilidad suplementada y los que tienen responsabilidad limitada, todos actuando 
conjuntamente. Da la sensación de que en el espíritu cooperario son todos limitados o todos 
suplementados, es decir que no hay diferencia entre ellos. Por eso me plantea una gran duda la 
responsabilidad suplementada para los socios con cargo de administración y representación. 


Estoy totalmente de acuerdo con la consideración final que hacía el señor Diputado Mujica; correspondería. 

Me quedan dudas con respecto a la opinión de la Auditoría Interna de la Nación relativa a la responsabilidad 
suplementada. El hecho de plantear esta diferencia para los cargos de administración y representación no me 
parece viable. 


SEÑOR MUJICA.- En realidad, es un tema opinable. 


El texto de la Auditoría Interna de la Nación precisamente diferencia porque esta condición de que puedan 
renunciar a su cargo, previo informe favorable de la Comisión Fiscal, es para aquellos socios administradores 
o representantes que disientan con las resoluciones que impliquen aumento de su responsabilidad; no es para 
el universo de los cooperativistas, sino para los directivos. Efectivamente, como decía el señor Diputado, la 
Auditoría Interna establece dos categorías: el cooperativista que es simplemente socio y aquel que además de 
ser socio es directivo. Uno tiende a pensar que el socio puede renunciar y le serán reintegradas las cuotas 
aportadas, pero el socio que además es directivo de la cooperativa, para poder renunciar y que su capital le 
sea reintegrado, debe contar con un informe favorable de la Comisión Fiscal. 


SEÑOR PATRONE.- El concepto que plantea el señor Diputado Mujica es absolutamente compartible 
en el sentido de que cuando un directivo de una cooperativa disiente con cualquier resolución, ya sea la 
suplementada o cualquier otra que tenga que ver con la gestión, debería contar con el aval de que 
efectivamente ha procedido en forma correcta y de que su renuncia no es simplemente una válvula de 
escape a una actitud que no esté comprendida dentro de los parámetros de una actuación correcta. Si 
ese es el espíritu, es absolutamente compartible, pero habría que ver si eso va aquí o en otro lugar. 


SEÑOR ABISAB.- Al leer los literales correspondientes nos surge la duda en cuanto a que inclusive 
podrían llegar a ser numerales que no tienen por qué contraponerse. Uno podría ser responsabilidad 
suplementada en los casos de todos los socios, porque además habla de esa cifra que es veinte veces el 
importe de aporte suscrito. 


En cuanto al literal B), que podría ser otro literal, la Auditoría Interna de la Nación no habla de ese aporte, 
sino que se refiere específicamente a los socios que tengan cargo de administración y representación. 
Entonces, me parece que las "diferencias" -entre comillas- podrían quedar zanjadas agregando, transformado 
o tal cual está, este literal con otra letra al artículo de la Comisión Honoraria, que es el que se está manejando 
como texto definitivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Serían dos clases de responsabilidades en función del lugar que se ocupe en la 
cooperativa. Por un lado, la de los socios y, por otro, la de los socios que tienen cargos de 
administradores. 


SEÑOR MUJICA.- El texto de la propuesta de la Auditoría Interna de la Nación desde "Aquellos 
socios administradores o representantes [...]'" en adelante, se agregaría a la propuesta de la Comisión 
Honoraria del Cooperativismo, luego de "de acuerdo a lo previsto en esta ley". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tomaríamos de la columna de la Auditoría Interna de la Nación el 
párrafo que se inicia: "Aquellos socios administradores o representantes [...]" y lo agregaríamos al 
anteúltimo párrafo, y cerraríamos con el que dice: "En el caso del literal B) la responsabilidad de los 
socios es subsidiaria de la responsabilidad de la Cooperativa". De manera que luego del párrafo que 
termina donde dice: "partes sociales de acuerdo a lo previsto en esta ley", incorporaríamos el párrafo 
del doctor Malel, luego el de la Auditoría Interna de la Nación y, por último, el final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 21 con esas modificaciones. 


(Se vota) 


Seis en seis: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Propongo votar los artículos 22 y 23 juntos y en este orden. 


Tenemos una propuesta del doctor Malel que plantea que el artículo de los derechos preceda al de los 
deberes. Yo creo que es exactamente al revés: los deberes deben preceder a los derechos. De todas maneras, 
no vamos a discutir esto. Propongo dejarlo como está. 


Si no se presentan modificaciones, se van a votar los artículos 22 y 23. 


(Se vota) 


Seis en seis: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Corresponde considerar el artículo 24 que refiere a la pérdida de calidad de socio. Se enumeran las 
condiciones por las cuales se extingue la calidad de socio. En el texto que estamos considerando tenemos un 
artículo propuesto originalmente y una modificación que propuso la Comisión Honoraria; el artículo es 
idéntico con la única inclusión de un literal E) que dice: "Disolución de la Cooperativa". Vamos a proponer 
no considerar este literal E) porque es redundante: si se disuelve la cooperativa, obviamente, se pierde la 
calidad de socio. Nos parece que este literal no corresponde. 


SEÑOR DELGADO.- CUDECOOP propone una modificación importante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La modificación de 


CUDECOOP establece plazos. Normalmente los plazos están previstos en los estatutos. Por lo tanto, me 
parece que lo que hay que dilucidar es la propuesta que hace el escribano Machado. En principio, yo no 
pondría plazos; me parece que tienen que estar ajustados a los estatutos. Esto más bien establece una 
previsión con respecto a la devolución de las partes sociales. 


SEÑOR PATRONE.- Con relación a este artículo 24, el literal A) establece el fin de la existencia de la 
persona física o jurídica como causa de pérdida de la calidad de socio. Ese fin de la persona jurídica 
incluye la disolución de la cooperativa, pero me parece que tendríamos que discutir la opinión del 
escribano Machado con respecto a este literal A), ya que exceptúa aquellas situaciones que la ley o el 
estatuto permitan de trasmisión de la participación social a los sucesores del socio fallecido y/o al 
cónyuge supérstite por su mitad de gananciales. Tendríamos que considerar qué hacemos con 
situaciones de ese tipo. Esto es muy claro en las cooperativas de vivienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto es para las cooperativas de vivienda. 
SEÑOR PATRONE.- Tenemos que prestar mucha atención a esto porque está en juego el techo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este literal A) que establece las posibilidades de cesión lo dejaría para el 
capítulo relativo a las cooperativas de vivienda, porque el primer título de la ley debería tener 
suficiente generalidad como para abarcar todas las modalidades. Después, lo que haya que precisar, 
dadas las particularidades de cada caso, debería considerarse en el Título II. Así como en el artículo 21 
hicimos referencia a la responsabilidad suplementada, que de pronto en algunas modalidades no se 
habilita y en otras sí, esto nos va a obligar a una ronda para ver cómo se aplican estas cuestiones en 
cada modalidad. En este caso, sería partidario de dejar la primera parte, antes de lo que él llama 
artículo 24 bis, para las cooperativas de vivienda, y haría una propuesta de un literal E) que lo haga 
genérico y abra la posibilidad de cesión en todas las modalidades, para que eventualmente, si lo 
consideramos necesario, después podamos cerrarlo. 


Propongo que en el literal E), que figuraba como "Disolución de la Cooperativa" y que resolvimos que no 
corresponde, se incluya un texto que diga "por cesión de la participación social cuando este negocio sea 
permitido y en cuyo caso requerirá siempre la aprobación por parte del Consejo Directivo, implicando esta 
autorización requisito de eficacia de la tradición". 


SEÑOR PATRONE.- Comparto la incorporación de ese literal E), pero quiero volver al literal A). Puse 
el ejemplo de la cooperativa de vivienda, pero también podría ser el caso de una cooperativa de 
trabajo, de transporte o de producción, donde el señor o la señora son los socios y uno de ellos 


desaparece y, por ejemplo, tienen hijos, o están en una de las miles de situaciones que pueden darse en 
la vida. Esto también deberíamos considerarlo. Me sentiría más conforme con una opinión un poco 
más legal, como la del doctor Abisab. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que lo que propuse habilita la cesión. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Encargamos al doctor Abisab la consideración del artículo 24, en función de las propuestas del escribano 
Machado y del doctor Reyes, a los efectos de incorporar algunos conceptos establecidos en el literal A) con 
relación a la trasmisión de la participación social. Esto es en referencia a casos de sucesores fallecidos, 
cónyuges y demás. 


SEÑOR ABISAB.- En definitiva, se trata de que esas personas tengan el derecho a continuar en una 
situación jurídica equivalente a la del socio original. Eso no impide que en el día de mañana pueda 
hacer una cesión, la venta o la entrega. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Compartimos incluir un literal E) que haga una referencia genérica a la 
cesión. El texto que propuse dice así: "E) Por cesión de la participación social, cuando este negocio sea 
permitido, en cuyo caso requerirá siempre la aprobación por parte del Consejo Directivo, implicando 
esta autorización requisito de eficacia de la tradición". 


Veamos cómo incorporamos o qué opiniones recogemos sobre lo que el escribano Machado propone 
incorporar en el literal A), con relación a los casos específicos de trasmisión de la participación social a los 
sucesores del socio fallecido, cónyuge supérstite. 


SEÑOR PATRONE.- Lo que el escribano Machado propone como literal F) tal vez podría ser un 
párrafo más -no un literal más- de este artículo 24, referente a la "Pérdida de la calidad de socio", en 
la medida que "Producida la extinción de la calidad del socio, la misma se comunicará al Registro de 
Personas Jurídicas, Sección Registro Nacional de Cooperativas el que procederá a su inscripción". Lo 
digo por el hecho de que es bueno que se sepa cuándo un socio deja de serlo, porque de no ser así no 
queda constancia de esa situación y se nos puede plantear una circunstancia como la que hemos vivido 
en la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la denuncia de unos asociados a unas 
cooperativas que dicen haber sido excluidos de manera ilegal, y no hay ninguna constancia de esa 
exclusión y ninguna comunicación de ese Registro, con lo cual se avalaría la petición que realizaran las 
personas que se presentaron, por no existir precisamente este tipo de recomendación o trámite a seguir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esto tiene que ver con el Ministerio de Educación y Cultura? 


SEÑOR PATRONE.- Tendríamos que ver a qué corresponde este Registro Nacional de Cooperativas, 
al cual todavía no llegamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La duda que tengo es en cuanto a la operatividad de esto, es decir, si podrá 
ser operativo. 


SEÑOR MUJICA.- Sugiero que en la propuesta que traiga el doctor Abisab se incorpore el texto que 
propone CUDECOOP acerca del derecho del socio a la renuncia voluntaria, en todo momento, y que 
figura en la columna de CUDECOOP como un artículo aparte, artículo 26. No veo que ese derecho esté 
consagrado en ningún artículo y es importante que quede establecido. 


Dice así: "Artículo 26. (Renuncia).- El socio podrá renunciar voluntariamente a la cooperativa [...]". Me 
parece que deberíamos incorporarlo porque no hay otro artículo que trate de la renuncia voluntaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, en el literal B) del artículo que estamos considerando -de la 
Comisión Honoraria del Cooperativismo- dice: "Renuncia presentada ante el Consejo Directivo y 
aceptada por este". Lo que CUDECOOP agrega son plazos: "[...] mediante preaviso por escrito al 


Consejo Directivo en el plazo que fijen los Estatutos, que no podrá ser superior a seis meses para las 
personas físicas y a un año para las personas jurídicas". Esta es una especie de cláusula de resguardo: 
puede renunciar pero me tiene que avisar. Yo tengo la duda, pero hagamos la consulta. En realidad, si 
soy socio, cooperativista o lo que sea, si quiero renunciar, renuncio. No sé por qué tengo que pedirlo 
seis meses o un año antes. 


Dilucidemos esto porque, de hecho, estamos coartando el derecho a la renuncia de los socios. Distinto es el 
acceso a las partes sociales. Generalmente, todos los estatutos establecen que se retirarán las partes sociales 
luego de cerrado el balance. Esto tiene que ver, porque en el balance se asigna valor a la parte social. Esta es 
otra cuestión, pero decir que hay que renunciar con seis meses de preaviso... 


SEÑOR PATRONE.- Dice que el plazo no podrá ser superior a seis meses. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Bueno, de hecho habilita a seis meses. 


SEÑOR PATRONE.- Si yo renuncio hoy, no me podrán conceder esa renuncia después de los seis 
meses; tienen que hacerlo antes. Eso es lo que yo interpreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se establece la obligatoriedad de un preaviso, y no me queda muy claro por 
qué. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR MUJICA.- El artículo 26, propuesto por la Confederación Uruguaya de Entidades 
Cooperativas, relativo a la renuncia de socios, da la libertad al socio de renunciar, estableciéndole un 
plazo de preaviso. Tiene un sentido opuesto al literal B) del artículo 24 del texto original porque, en 
este caso, la renuncia presentada ante el Consejo Directivo queda a consideración de este y puede no 
ser aceptada. Por lo tanto, renunciar es una salvaguarda del derecho del socio. A su vez, el plazo que se 
establece es para salvaguardar a la cooperativa, en caso de una renuncia intempestiva por 
descapitalización o por desarticulación de un sistema productivo. La propuesta es que los dos estén 
incorporados, uno a través de lo establecido en el literal B) del artículo original, es decir, dentro de las 
formas de pérdida de calidad del socio, y el otro a través del derecho a la renuncia. Podría establecerse 
como un artículo aparte, como lo propone CUDECOOP. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Encargamos al doctor Abisab la redacción de alguna propuesta sobre el 
artículo 24, teniendo en cuenta las consideraciones realizadas dentro y fuera de la versión taquigráfica. 


SEÑOR DELGADO.- En este artículo se da la libertad de que se fije en cada estatuto de las 
cooperativas el plazo para el preaviso. Puede ser que algunas lo determinen en poco tiempo y otras en 
mucho. Se establecen los plazos máximos y no los mínimos. Me parece que está bastante equilibrada la 
libertad del socio para poder renunciar y la posibilidad de supervivencia de la cooperativa, en la 
medida en que esa renuncia podrá provocar un desequilibrio en su operativa. 


SEÑOR ABISAB.- Quiero hacer una consulta, porque me queda una duda. 


En la medida en que se quiere mantener el literal B) y hacer este agregado, ¿cómo lo compatibilizamos? Yo 
no tomo partido de cuál es la mejor opción; por eso, me pregunto y les pregunto. En un caso se habla de que 
se presenta la renuncia y que debe ser aceptada por el Consejo Directivo. En otro caso, se dice que se 
presenta la renuncia y que va a tomar consistencia en un plazo determinado. Quiere decir que hay algo que no 
me queda claro. 


SEÑOR DELGADO.- En ese caso, el literal B) del artículo 24 no podría ser tal como viene redactado 
originalmente. 


SEÑOR ABISAB.- Por eso hago esta pregunta, dado que me están encomendando el trabajo. 


SEÑOR MUJICA.- Tiene razón el doctor Abisab. Por eso, proponía que el literal B) estuviera en el 
artículo 24, porque es una de las formas de pérdida de la calidad de socio, y que el artículo que 
propone CUDECOOP estuviera aparte, porque establece un derecho y lo formaliza: el derecho del 
socio a renunciar. 


La propuesta de CUDECOOP dice: "El socio podrá renunciar voluntariamente a la cooperativa en todo 
momento [...]". 


Entonces, si bien quedan contrapuestos, me da la impresión de que tienen objetos distintos. 


SEÑOR ABISAB.- ¿No sería pertinente agregarlo como un derecho más en la serie de literales en que 
se habla de derechos y obligaciones? 


SEÑORA TRAVIESO.- Me hago la siguiente pregunta y se las traslado a todos ustedes: ¿podría la 
renuncia incluirse en el artículo 25, en que se habla de la exclusión y de la suspensión? 


SEÑOR ABISAB.- Conversando con el doctor Mieres, nos dimos cuenta de que el literal G) del 
artículo 23 habla de la renuncia. Quizás es una buena idea dar una redacción diferente a ese literal a 
fin de que quede contemplada la renuncia de la manera en que se ha planteado en la Comisión. 


SEÑOR PATRONE.- Entre los derechos de los cooperativistas, la renuncia ya está establecida en el 
literal G) del artículo 23. Entonces, habría que ver si le agregamos algún concepto, que es lo que está 
proponiendo CUDECOOFP. Ahí habría que hacer la modificación y saldaríamos el asunto de agregar 
un artículo más pues no hay necesidad de ello. 


SEÑOR MUJICA.- Estoy de acuerdo con hacer el agregado en el literal G) del artículo 23. 


A mi entender, el socio tiene derecho a la renuncia, pero el derecho de la cooperativa a exigir el 
cumplimiento de las obligaciones pendientes por los mecanismos legales previstos, va en el mismo sentido 
que el literal B) del artículo 24. Es decir, me da la impresión de que siempre queda en manos de la Comisión 
Directiva la aceptación de la renuncia. 


Entonces, estoy de acuerdo con hacer ese agregado aquí, pero considero que hay que salvaguardar el derecho. 
No quiero que el que se asoció a una cooperativa quede de rehén, es decir que para poder salir de ella quede 
pendiente de una decisión de la Comisión Directiva en forma no del todo reglamentada. Está bien que exista 
la exigencia del cumplimiento de las obligaciones pendientes por los mecanismos legales previstos, pero es 
necesario que se pueda desvincular voluntariamente. Debe quedar establecida la posibilidad de la 
desvinculación voluntaria, con el preaviso correspondiente, más allá de que deba cumplir con sus 
obligaciones. La sensación es que queda todo muy atado a una decisión de la Comisión Directiva de la 
cooperativa. 


SEÑOR PATRONE.- En ese sentido, sería bueno que el literal G) comenzara diciendo que el socio 
podrá renunciar voluntariamente a la cooperativa en todo momento, y después le pondremos las 
condiciones que sean necesarias. 


(¡Apoyados!) 
SEÑOR ABISAB.- ¿La Comisión desea una opción o más de una opción? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Haga lo que pueda. Si usted le pregunta a cuatro legisladores si desean una 
opción o cuatro, cada uno de ellos le va a pedir una. 


SEÑOR ABISAB.- Entonces, voy a tratar de hacer una manteniendo el espíritu de lo que aquí se ha 
hablado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De lo contrario, podríamos generar alguna alternativa, pues ya hemos 
demostrado que somos capaces de hacerlo. 


En discusión el artículo 25. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo original con la modificación propuesta por el doctor 
Malel, en el sentido de que el primer párrafo culminaría: "la decisión corresponde adoptarla al Consejo 
Directivo y podrá ser apelada ante la Asamblea previo recurso de revocación". 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Propongo trasladar el 26 al Capítulo V, Régimen Económico, por tratarse específicamente de un tema de 
carácter económico. Se trata del mecanismo de reembolso o devolución de las partes sociales. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Entiendo que, conceptualmente, los artículos 27 y 28 están reiterados en el artículo 78, por lo que 
proponemos eliminarlos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


De esta forma culminamos con el Capítulo III. Queda pendiente de aprobación el artículo 24. Nuestra 
intención era llegar hasta el artículo 44, pero dado que todos han estado muy participativos, trataremos de 
aprobar en lo posible el Capítulo IV la semana próxima. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


